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18 de junio de 2025  

 

 

A:  Hon. Jennifer Martinez Heyer  

Secretaria Senado 

 

Re: Requerimiento 2025-00077 

 

Honorable Secretaria:  

Se nos solicita un informe al Senado sobre al tipo de ayuda brindada e indicar si 

proveyeron algún tipo de seguimiento de los casos, así como la naturaleza del mismo. [del 

seguimiento] También se nos solicitan los datos de cantidad de casos de personas 

desahuciadas, por criterio de año, municipio, y sin son acciones privadas o públicas.  

TRASFONDO-FACULTADES DE LA DEFENSORÍA:  

Nuestra Oficina fue creada en virtud de la Ley 158-2015.  Entre nuestras funciones y 

responsabilidades se encuentra, fiscalizar y promover la defensa de los derechos de las 

personas con impedimentos. Este organismo, mediante procesos educativos y 

fiscalizadores, velará por la erradicación del discrimen por razón de impedimento físico o 

mental, tomará acciones en contra del abuso o negligencia u otras formas de negación de 

derechos y garantizará que se establezcan e implanten prácticas y condiciones idóneas en 

instituciones, hospitales o programas para personas con impedimentos. Además, velará por 

el cumplimiento de la Ley 238-2004, según enmendada, conocida como la “Carta de Derechos 

de las Personas con Impedimentos”.  
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En armonía con las obligaciones antes descritas la Defensoría ha establecido un plan 

de trabajo que propende a la protección de las personas con impedimentos y al logro de su 

independencia en la sociedad como individuo productivo.  Destacamos que nuestra Oficina 

se ha encargado de orientar y asesorar a las personas con impedimentos sobre todos los 

programas, servicios y beneficios a que tienen derecho y sobre los requisitos, mecanismos, 

medios, recursos o procedimientos para obtener, participar y beneficiarse de éstos y hacer 

valer sus derechos.   

En ese sentido, las facultades de nuestra agencia están delimitadas por lo dispuesto en 

su ley orgánica, (Ley 158-2015, según enmendada, conocida por Ley de la Defensoría de las 

Personas con Impedimentos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico) en su artículo 2.08. En 

síntesis, nuestros deberes incluyen promoción de política pública, apoderamiento, monitoreo 

de agencias que proveen servicios a los ciudadanos, cumplimiento de derechos civiles, 

fiscalizar implantación de programas, promover legislación, incentivar movilización 

ciudadana, adjudicar querellas presentadas, imponer multas, realizar investigaciones, etc. 

Dentro de estas facultades, no se nos conceden poderes ni fondos para la ubicación de 

personas sin hogar, ni ostentamos componente de trabajo social para atender los 

damnificados por el sinhogarismo, así como tampoco prerrogativas de servicios de salud 

mental o beneficios económicos para la gente objeto de procesos de desahucio.  

ARGUMENTACIÓN- DESFASE ENTRE LEY 142-2011 Y FACULTADES 

DELEGADAS 

La enmienda al Artículo 623 de la ahora Ley de Procedimientos legales especiales que 

introduce la Ley 142-2011, consigna en lo pertinente que se enmendará el referido Artículo 

en su cuarto párrafo para añadir, en lo pertinente a este requerimiento, lo siguiente:  

Se dispone, además, que si en dicha vista queda demostrado que el 
mandamiento es contra una persona de edad avanzada o una persona con 
impedimento, el tribunal ordenará la notificación a la Oficina del Procurador 
de Personas de Edad Avanzada o a la Oficina del Procurador de Personas con 
Impedimentos, [hoy Defensoría de las Personas con Impedimentos] según sea 
el caso, a fin de que estas entidades le brinden la ayuda que esté justificada.  

Además, rendirán un informe al tribunal, en el termino improrrogable 
de treinta (30), días sobre las ayudas a que la persona tenga derecho, y cuáles 

se habrán de proveer. (corchetes y énfasis nuestro.) 
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Se deja entrever en el cuerpo del requerimiento, que la hermana Oficina del 

Procurador de Personas de Edad Avanzada, presenta la misma situación jurídica que la 

Defensoría en cuanto al mandato del Artículo 623 de la Ley de Procedimientos Legales 

Especiales:  Que se nos asigna un deber de brindar a las personas de mayor edad y personas 

con impedimentos “…la ayuda que esté justificada.” en los procesos de desahucio de 

vivienda privada o pública, cuando nuestras agencias no tienen facultad delegada en ley, 

ni fondos, para proveer ayudas económicas, de ubicación, o trabajo social por la condición 

de sinhogarismo. Las agencias administrativas no pueden abrogarse facultades que no se le 

han delegado por ley, so pena de cometer actuaciones ultra vires, y la segura revocación de 

cualquier remedio concedido bajo el palio de una facultad inexistente.  

La única parte que podemos cumplir de los deberes que nos impone la enmienda de 

la Ley 142, supra, es redactar el informe que nos mandata el párrafo quinto del Art. 623 en el 

cual reportamos nuestras gestiones permisibles en ley, que son de asesorar, orientar y dirigir 

a las personas a solicitar las ayudas y beneficios por parte del Departamento de Familia, 

Vivienda, u otros servicios disponibles por parte de organizaciones no gubernamentales 

(ONG’s). En adición y no menos importante, el informe así radicado no obliga al Tribunal, 

ni detiene ni paraliza el proceso de evicción y lanzamiento. Una vez se somete el informe, 

en ocasiones somos citados por la Oficina de Alguaciles que realiza el lanzamiento del 

demandado perdidoso, para presenciar el desahucio, sin otro papel que el presenciar la salida 

de la persona desahuciada y su propiedad.  

Los tribunales tampoco son uniformes al ordenar la intervención de las Agencias bajo 

este artículo. A veces se nos notifica copia de la demanda, a veces quien nos notifica del 

proceso es o la parte demandada o la demandante, a veces el tribunal nos notifica copia de 

la sentencia, y a veces el tribunal nos acorta el termino de 30 días para informar, o prescinden 

del término por completo (no indican término para cumplir) y en ocasiones solo se nos 

notifica del lanzamiento, cuando ya la sentencia ha quedado final y firme, y nada se logra 

con someter el informe.  
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CONCLUSION-  

En resumen, el Artículo 623 de la Ley de Procedimientos Especiales, tal y como esta 

redactado, impone un deber a la Defensoría que esta más allá de su facultad delegada para 

actuar. Por tanto, este mandato legislativo se ha convertido en un mero trámite procesal 

estéril sin otro beneficio tangible a la persona con impedimentos de informarle los recursos 

disponibles en las agencias concernidas (datos que ya saben de antemano, o han realizado 

previamente). Procede que la Rama Legislativa visite este punto mediante legislación que, o 

elimine este trámite incumplible y sin beneficios tangibles, o que se enmiende para que 

guarde armonía con las facultades reales de la Defensoría y reporte un verdadero beneficio 

para las personas con impedimentos objeto de procesos de desahucio de su vivienda.  

 Agradecemos la oportunidad para contribuir en el análisis de esta situación y 

reiteramos nuestra disposición para contribuir al esfuerzo de cambio sistémico que 

obligatoriamente ha de seguir.  

Cordialmente,  

 

f/ Lcdo. José A. Montalvo Vera  

Abogado Principal  

Defensoría de las Personas  

con Impedimentos 

 

 

/anejo- Tabla  

cc: secretaria@senado.pr.gov  
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TABLA PETICION DE INFORMACION 2025-0077 

 

2020 

Total Casos Municipio Vivienda 
Publica * 

Propiedades 
Privadas 

1 Rio Grande   1 
    
    
    
    

1    
 

2021 

Total Casos Municipio Vivienda 
Publica * 

Propiedades 
Privadas 

3 Bayamón 3  
1 Guaynabo  1 
1 San Juan   1 
1 Caguas  1 
    

6    
 

2022 

Total Casos Municipio Vivienda 
Publica * 

Propiedades 
Privadas 

2 San Germán  2 
2 Cayey  2 
2 San Juan  2 
1 Bayamón  1 
1 Aguadilla  1 
8    

 



 

2023 

Total Casos Municipio Vivienda 
Publica * 

Propiedades 
Privadas 

12 San Juan  5 7 
1 Bayamon  1 
1 Toa Baja  1 
1 Fajardo  1 
1 Rio Grande  1 
1 Cayey  1 

17    
 

2024 

Total Casos Municipio Vivienda 
Publica * 

Propiedades 
Privadas 

1 Caguas   1 
1 Luquillo  1 
1 Patillas   1 
1 Comerío  1 

14 San Juan 4 10 
1 Fajardo  1 
1 Trujillo Alto 1  
1 Vega Baja  1 
1 Ponce  1 

22    
 

2025 

Total Casos Municipio Vivienda 
Publica * 

Propiedades 
Privadas 

20 San Juan  12 8 
1 Utuado  1 
1 Guayama  1 
1 Coamo  1 
2 Lajas 1 1 
2 Carolina 1 1 
1 Aguadilla  1 
3 Bayamón  3 
1 Fajardo  1 
1 Guaynabo  1 
1 Yabucoa  1 



 
1 Rio Grande  1 
1 Cataño 1  

36    
 

* Sección 8, Residenciales Públicos, Sección 22. 
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Sigfrido Steidei Figueroa
Director Admimstrativo de los Tribunales

20 de junio de 2025

Sra. Jennifer Martínez Heyer
Secretaria
Senado de Puerto Rico

VIA CORREO ELECTRÓNICO: secretariasenado.pr.gov

Petición de Información 2025-0077

Estimada señora Secretaria:

Hacemos referencia a la Petición de Información 2025-0077 notificada a la Oficina de
Administración de los Tribunales el 13 de junio de 2025, con relación a lo provisto en el Artículo
623 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 2824, sobre acciones de desahucio. En
esta se solicitO generar información sobre la cantidad de casos de desahucios presentados
contra personas de edad avanzada y personas con impedimentos desde el 2020 hasta el
presente referidos a la Oficina de la Procuradora de las Personas de Edad Avanzada y a la
Defensoría de Personas con Impedimentos, clasificadas por tipo de vivienda (vivienda pública
o propiedad privada).

- En lo pertinente, el referido Artículo provee que si en la "vista [judicial sobre una acción de

f desahucio] queda demostrado que el mandamiento es contra una persona de edad avanzada
o una persona con impedimento, el tribunal ordenará la notificación a la Oficina del Procurador

(\ de Personas de Edad Avanzada o la Oficina del Procurador de Personas con Impedimentos,
(M ' según sea el caso, a fin de que estas entidades le brinden la ayuda que esté justificada.

\ Además, rendirán un informe al tribunal, en el término improrrogable de treinta (30) días sobre
las ayudas a que la persona tenga derecho, y cuáles se habrán de proveer." 32 LPRA sec.
2824.

En este contexto, traemos a su atención que la información solicitada sobre los casos de
desahucios objeto del Artículo 623 no se compila de manera agregada. Dicha información se
encuentra disponible en los expedientes judiciales correspondientes, en el marco de las
notificaciones individuales emitidas en cada caso.
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Peitición de Información 2025-0077
Páciina 2

No obstante, el Poder Judicial sí compila información general sobre los casos de desahucio en
un contexto más amplio, sin limitarse al Artículo 623. Esta recopilación permite contabilizar el
número de casos presentados y resueltos por los tribunales bajo la causa de acción de
desahucio.

Consistente con lo anterior, incluimos como Anejo la información general recopilada sobre la
cantidad de casos presentados y resueltos por los tribunales bajo la causa de acción de
desahucio durante el Año Fiscal 2020-2021 al presente.

Cordialmente,

Sigfrido Steide

Anejo



Tribunal de Primera Instancia

Casos Presentados y Casos Terminados por Desahucio

Desde Año Fiscal 2020-2021 hasta AF 2024.2025*

Años Fiscales Casos Presentados

Casos Terminados

Archivos Ha lugar Estipulacton No ha lugar Traslados Otros Total

Total AF 2020-2021 2041 1030 414 171 9 0 23 1,647

Civil Municipal 2020-2021 787 467 174 57 4 0 9 711

Civil Superior 2020.2021 1,254 563 240 114 5 0 14 936

TotalAF2021 -2022 3,822 1,735 1,243 367 43 0 219 3,607

Civil Municipal 2021-2022 1,667 749 463 122 25 0 104 1,463

Civil Superior 2021.2022 2,155 986 780 245 18 0 115 2,144

Total AF 2022.2023 5,742 2,838 2,200 688 56 0 163 5,945

Civil Municipal 2022.2023 2,179 1,263 824 203 27 0 63 2,380

Civi Superior 2022-2023 3,563 1,575 1,376 485 29 0 100 3,565

Total AF 2023-2024 6,862 3,253 2,823 540 105 0 78 6,799

Civil Municipal 2023-2024 2,507 1,304 967 207 66 0 21 2,565

Clvi Superior 2023-2024 4,355 1,949 1,856 333 39 0 57 4,234

Total AF 2024.2025** 2,963 685 897 944 25 0 414 2,965

Civil Municipal 2024-2025 1,133 254 343 427 10 0 156 1,190

Civi Superior 2024.2025 1,830 431 554 517 15 0 258 1,775

* Dates hasta eL 16 de junio de 2025.

** Datos corresponden at periodo desde et ide julio de 2024 hasta eL lOde junio de 2025.

Fuente: Oficina de Administración de Tribunales, Oficina de Estadistica, Ciencias de Datosy PlanificacióniudiciaL.
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